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INTRODUCCIÓN

El presente cuestionario consta de cinco secciones: legislación, planes nacionales, acceso a la justicia, presupuesto nacional e información y estadística. Estas secciones son las mismas que fueron analizadas durante la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.

En los Estados federales, se deberá informar si existen disposiciones federales al respecto, mencionando el título de dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. En caso de no existir disposiciones federales, informar cuántos estados de la federación cuentan con dicha normativa respecto del número total de estados miembros.

El CEVI evaluará el nivel el cumplimiento de la Convención por el Estado Parte teniendo en cuenta las respuestas al presente cuestionario, así como el informe de país y el informe de seguimiento de recomendaciones resultantes de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral. Para ello, y en caso se presenten, también tendrá en cuenta los informes sombra presentados por organizaciones de la sociedad civil de su país.

Se adjunta para su información el Manual de Evaluación del CEVI, el que también se encuentra disponible en: http://www.oas.org/cim  

En caso de tener dudas o consultas sobre la forma de responder el presente cuestionario, por favor contactarse a mesecvi@oas.org para mayor asistencia, o vía fax al (202) 458-6094.

I. A continuación, aplicación del cuestionario en la R. Dominicana:
II. LEGISLACIÓN 
1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo?  De no ser así, indicar las razones.
La R. Dominicana es signataria de “La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer" o "Convención de Belem Do Para”, el 6 de septiembre de 1994 y su ratificación debida, fue el 1 de noviembre de 1996.  
A partir de la Convención, su mandato fue incorporado directamente al Código Penal Dominicano, con la reforma, por la Ley 24-97, del 27 de enero de 1997, para introducir los tipos penales: la Violencia de Género y la Violencia Intrafamiliar, y en su tercer considerando expresa que la República Dominicana es signataria de la " Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer", así como la "Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer" o "Convención de Belem Do Para", ambas debidamente ratificadas por el Congreso Nacional.
La Convención de Belem es de aplicación directa, sin embargo se crearon los mecanismos de revisión a la ley penal para tipificar  como delitos  la violencia contra la mujer, el acoso sexual, el abandono de menores, la tortura, así como incrementar  las penas por  incesto y atentado a la intimidad.
La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 26 de enero y publicada en la Gaceta Oficial No. 10561, del 26 de enero de 2010, acaba de ser reformada por una Asamblea Revisora y Constituyente, conformada por las dos cámaras del Congreso dominicano, después de un controversial proceso.

En el Capítulo VI, titulado, De las Relaciones Internacionales y del Derecho Internacional, Sección I, titulada, De la Comunidad Internacional, artículo 26, también habla de las relaciones internacionales y derecho internacional y establece que la República Dominicana es un Estado miembro de la comunidad internacional, abierto a la cooperación y apegado a las normas del derecho internacional, por lo que además de reconocer y aplicar las normas del derecho internacional, general y americano, en la medida en que sus poderes públicos las hayan adoptado, estas normas vigentes de convenios internacionales ratificados, regirán en el ámbito interno, una vez publicados de manera oficial;
2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a) Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres? Si
b) Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento? No muerte, pero si daño o sufrimiento.
c) Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico? Si
d) Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes? Si
e) Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado? Si
De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
La Ley No. 24-97, fue fruto de largas cavilaciones entre las organizaciones de mujeres, la entonces Dirección General de Promoción de la Mujer y las legisladoras de entonces, destacándose la Senadora Milagros Ortiz Bosch, luego Vicepresidenta del país, en el año 2000, entre ellas, que conformaron una Comisión de Mujeres Asesoras. La Ley No.24-97, Contra la Violencia Intrafamiliar, promulgada el 27 de enero de 1997, introdujo en el Código Penal dominicano las siguientes tipificaciones de violencias contra la mujer: 
El artículo 309-1, define la violencia contra la mujer, toda acción o conducta, pública o privada, en razón de su género, que causa daño o sufrimiento físico, sexual o psicólogo a la mujer, mediante el empleo de fuerza física o violencia sicológica, verbal, intimidación o persecución.

Y en el siguiente, 309-2, se enuncia a la violencia doméstica o intrafamiliar, como todo patrón de conducta mediante el empleo de fuerza física, o violencia sicológica, verbal, intimidación o persecución, contra uno o varios miembros de la familia o contra cualquier persona que tenga una relación de convivencia, contra el cónyuge, ex-cónyuge, conviviente o ex conviviente o pareja consensual, o contra la persona con quien haya procreado un hijo o una hija para causarle daño físico o psicológico a su persona o daño a sus bienes, realizado por el padre, la madre, el tutor, guardián, cónyuge, ex - cónyuge, conviviente, ex - conviviente o pareja consensual o persona bajo cuya autoridad, protección o cuidado se encuentra la familia. De esta manera, la Ley 24-97, diferencia ambas violencias, la ejercida contra la mujer específicamente y la que se ejecuta en el ámbito de la relación familiar contra ella.
Las penas de ambos delitos, van desde un mínimo de un año de prisión, a un máximo de cinco, una multa en dinero y la restitución de los bienes destruidos, dañados y ocultados, si fuere el caso.

Pero este mismo artículo 309-3, habla agrava los castigos a un mínimo de cinco y un máximo de diez años reclusión para los culpables de violencia, cuando los hechos se cometen  junto a uno o varios de los hechos siguientes:

a. Penetración en la casa o en el lugar en que se encuentre albergado el cónyuge, ex cónyuge, conviviente o ex conviviente, o pareja consensual, y cometiere allí los hechos constitutivos de violencia, cuando éstos se encuentren separados o se hubiere dictado orden de protección, disponiendo el desalojo de la residencia del cónyuge, ex cónyuge, conviviente, ex conviviente o pareja consensual.

b. Cuando se causare grave daño corporal a la persona.

c. Cuando el agresor portare arma en circunstancias tales que no conlleven la intención de matar o mutilar.

d. Cuando la violencia se ejerciere en presencia de niños, niñas y adolescentes, todo ello independientemente de lo dispuesto por los Artículos 126 a 129, 187 a 191 del Código para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (Ley No. 14-94).

e. Cuando se acompañen de amenazas de muerte o destrucción de bienes.

f. Cuando se restrinja la libertad por cualquier causa que fuere.

g. Cuando se cometiere la violación después de haberse dictado orden de protección a favor de la víctima.

h. Si se indujere, incitare u obligare a la persona, hombre o mujer, a intoxicarse con bebidas alcohólicas o embriagantes, o drogarse con sustancias controladas o con cualquier medio o sustancia que altere la voluntad de las personas. 

3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:
La Violencia de género e intrafamiliar, en la legislación, solo estaba presente en el Código Penal dominicano hasta enero de 2010, cuando se promulgó la nueva Constitución que, con luces y sombras, enuncia la igualdad y el derecho a la integridad de las personas, constitucionalizando la violencia que mata a más de doscientas mujeres al año.

El artículo 42 de la Constitución, bajo el título de Derecho a la integridad personal, dice que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica, moral y a vivir sin violencia y tendrá la protección del Estado en casos de amenaza, riesgo o violación de las mismas, condenando la violencia intrafamiliar y de género en cualquiera de sus formas, para lo que, el Estado garantizará mediante ley, la adopción de medidas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer

Como las leyes adjetivas dominicanas deben adecuarse a la Constitución, una vez esta promulgada, es de esperar que la violencia contra la mujer sea tomada en cuenta en las demás codificaciones, ya que la Constitución está vigente desde enero de 2010. 
Las órdenes de protección, en el artículo 309-5, del Código Penal reformado por la ley 24-97, contienen disposiciones de orden civil que se describen más abajo.

La Ley No1306-bis del 21 de mayo de 1937, Sobre Divorcio, señala Las sevicias o injurias graves cometidas por uno de los esposos respecto del otro, como causal de divorcio.
a) Violencia física?

El Código Penal Dominicano, en el artículo 309, dice que quien infiere de manera voluntaria, heridas, diere golpes, cometiere actos de violencia o vías de hecho, resultando de esto que la persona agraviada quede con una enfermedad o imposibilidad de dedicarse al trabajo durante más de veinte días, recibirá el castigo de prisión por seis meses o dos años, y una multa de quinientos a cinco mil pesos, pudiendo condenársele  a la privación de una parte o de la totalidad del ejercicio de sus derechos cívicos, civiles y de familia, durante un año a los menos, y cinco a lo más. Así también, se agravan las penas, cuando estas violencias hayan producido mutilación, amputación o privación del uso de un miembro, pérdida de la vista, de un ojo, u otras discapacidades, y si las heridas o los golpes inferidos voluntariamente han ocasionado la muerte de la persona agraviada, la pena será de reclusión, aún cuando la intención del agresor no haya sido causar la muerte.

b) Violencia psicológica? 
En el Código Penal dominicano, la violencia sicológica solo se nombra en los artículos que tipifican las violencias, tanto de género como la intrafamiliar, así como en la definición de “actos de barbarie” en el artículo 303, cuando dice tortura o acto de barbarie, es todo acto realizado con método de investigación criminal, medio intimatorio, castigo corporal, medida preventiva, sanción penal o cualquiera otro fin que cause a las personas daños o sufrimientos físicos o mentales. Igualmente es tortura o acto de barbarie, la aplicación de sustancias o métodos tendentes a anular la personalidad o la voluntad de las personas o a disminuir su capacidad física o mental, aún cuando ellos no causen dolor físico o sufrimiento síquico.
c) Violencia sexual? 
Para la ley penal dominicana, en el artículo 330 del mismo Código Penal, reformado por la ley 24-97, es una agresión sexual toda acción sexual cometida con violencia, constreñimiento, amenaza, sorpresa, engaño".

d) Violencia patrimonial o económica?

El Código Penal dominicano no tipifica la violencia patrimonial y económica, sin embargo, en las órdenes de protección se tiene en cuenta los bienes económicos. El artículo 309-4, es el que las establece y dice que en todos los casos de violencia, el tribunal dictará orden de protección a favor de la víctima de violencia, no pudiendo, en ningún caso, acogerse a circunstancias atenuantes en provecho del agresor, y especifica que el tribunal condenará además, en estos casos, al agresor a la restitución de los bienes destruidos, dañados u ocultados. Esta orden de protección, es una disposición previa a la instrucción y juicio que dicta el tribunal de primera instancia, y entre las sanciones que contiene, cuatro de las doce, la h), i), j) k) y l) de orden económico:    
· Orden de presentar informes de carácter financiero sobre la gestión de los bienes comunes de la empresa, negocio, comercio o actividad lucrativa común.

· Interdicción de enajenar, disponer, ocultar o trasladar bienes propios de la víctima o bienes comunes.

· Orden de reponer los bienes destruidos u ocultados.

· Orden de medidas conservatorias respecto de la posesión de los bienes comunes y del ajuar de la casa donde se aloja la familia.

· Orden de indemnizar a la víctima de la violencia, sin perjuicio de las acciones civiles que fueren de lugar, por los gastos legales, tratamiento médico, consejos psiquiátricos y orientación profesional, alojamiento y otros gastos similares. 

También el artículo 309-7, aclara que el tribual que conoce y juzga la infracción ratificará la orden de protección, disminuyendo o aumentando, según el caso, su contenido, como pena accesoria., agregando que es el tribunal quien controla el cumplimiento de la orden de protección.   
e) Otros tipos de violencia? Especificar:….........................................


El Código Penal dominicano, modificado en 1997, incluye las violencias cometidas en torturas o actos de barbarie descritas en el artículo 303, antes mencionado. Estos delitos son graves y la ley los castiga con reclusión de diez a quince años y agrava toda agresión sexual, precedida o acompañada de actos de tortura o barbarie, con reclusión de diez a veinte años y multas, así como cuando  preceden, acompañan o siguen a un crimen que no constituye violación. Y se castigan con la pena máxima de 30 años de reclusión, cuando en ellos ocurren una o más de las circunstancias siguientes:

1. Cuando son sometidas contra niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 126 a 129 del Código para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes.

2. Cuando son cometidas contra una persona (hombre o mujer) cuya particular vulnerabilidad, debida a su edad, a una enfermedad, a una invalidez, a una deficiencia o discapacidad física o síquica, o a un estado de gravidez, es aparente o conocido de su autor.

3. Cuando preceden, acompañan o siguen una violación.

4. Cuando son cometidas contra un ascendiente legítimo, natural o adoptivo.

5. Cuando son cometidas contra un magistrado (a), un abogado (a), un (una) oficial o ministerial público o contra cualquier persona (hombre o mujer) depositaria de la autoridad pública o encargado (a) de una misión de servicio público, en el ejercicio, o en ocasión del ejercicio de sus funciones o de su misión, cuando la calidad de la víctima era aparente o conocida del autor.

6. Contra un (una) testigo, una víctima o una parte civil, sea para impedirle denunciar los hechos, interponer querella o de deponer en justicia, sea en razón de su denuncia, de su querella, de su deposición.

7. Por el cónyuge, ex cónyuge, ex conviviente o la pareja consensual de la víctima, sin perjuicio de otras sanciones civiles y penales previstas en el Código Civil o en el presente Código.

8. Por una persona (hombre o mujer) depositaria de la autoridad pública o encargada de una misión de servicio público en el ejercicio o en ocasión del ejercicio de sus funciones o de su misión.

9. Por varias personas actuando en calidad de autor o de cómplice.

10. Con premeditación o asechanza.

11. Con uso de arma o amenaza de usarla.
En el acápite 7 del artículo mencionado, se agrava a la pena máxima, de treinta años de reclusión, cuando las torturas y actos de barbarie son inferidas por una pareja de la víctima.

En caso afirmativo, favor informar sobre: 

· su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual.
· si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado
/.
Si, en el artículo 303-4, mencionado más arriba, en el acápite 8, dice que se agrava a la pena máxima, de 30 años de reclusión, cuando las torturas o actos de barbarie son cometidas “Por una persona (hombre o mujer) depositaria de la autoridad pública o encargada de una misión de servicio público en el ejercicio o en ocasión del ejercicio de sus funciones o de su misión”.

· existe alguna forma de reparación para las víctimas.
El artículo 345 del Código Procesal Penal Dominicano, promulgado el 19 de julio de 2002,  se refiere a la reparación de las víctimas, bajo el título de Condena Civil, estableciendo que, siempre que se haya demostrado la existencia del daño y la responsabilidad civil, cuando se ejerce la acción civil accesoria a la penal, la sentencia fija además la reparación de los daños y perjuicios causados y la forma en que deben ser satisfechas las respectivas obligaciones
Cuando  los  elementos  probatorios  no  permiten  establecer con certeza los montos de algunas de las partidas reclamadas por  la parte  civil  y no  se  está  en  los  casos  en  los  cuales  se puede valorar prudencialmente, el tribunal puede acogerlos en abstracto para que se liquiden conforme a la presentación de estado que se realiza ante el mismo tribunal, según corresponda.

También, la más arriba mencionada Orden de Protección, en el artículo 309-4, en los acápites h, i, j, k y l, ordenan informes financieros sobre los bienes comunes, prohíbe la disposición de bienes de la víctima o comunes, 

4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada? Si
De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. 
La Ley sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas Número 137-03, fue promulgada 16 días de julio del año dos mil tres y se presenta como sigue:
CONSIDERANDO: Que la comunidad internacional presta especial atención a esta materia, y que, a esos efectos, se han aprobado en los protocolos complementarios de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, a saber: Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de  Personas, Especialmente Mujeres y Niños, y Protocolo Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, los que establecen que "se requiere de un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y destino, que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar los traficantes y proteger a las víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos internacional mente reconocidos", al igual que se dispone que "para prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, se requiere un enfoque amplio e internacional que conlleve la cooperación, el intercambio de información y la adopción de otras medidas apropiadas, incluidas las de índole socioeconómica en los planos Nacional, Regional e Internacional";

VISTA: La Constitución de la República, proclamada el 25 de julio del año 2002;

 

VISTO: El Código Penal, el Código de Procedimiento Criminal y el Código para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes;

 

VISTA: La Ley No. 95, de Migración, del 14 de abril de 1939 y sus modificaciones;

 

VISTA: La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y los Protocolos para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, y el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire.

Uno de los mecanismos implementados en coordinación para la prevención de la migración irregular y trata de personas, por parte del Estado dominicano, es la Creación de la Casa de Acogida para mujeres Retornadas y Traficadas, espacio de atención y apoyo a mujeres migrantes, traficadas y/o retornadas. Este es un esfuerzo conjunto de instituciones gubernamentales y no gubernamentales, para dar respuesta a los múltiples problemas que originan la migración irregular y la trata de mujeres. Funciona en coordinación con el Ministerio de la Mujer y el Comité Interinstitucional de Protección a la Mujer Migrante (CIPROM), establecido por la ley. Dentro de sus líneas de acciones está el servicio de salud, atención psicológica, asesoramiento jurídico, apoyo práctico a las mujeres retornadas en su proceso de reinserción social, ubicación para el empleo, capacitación en temas de interés. Además cuenta con una línea directa con el objetivo de facilitar información desde cualquier lugar del país de una forma rápida.
De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres?
La misma Ley Número 137-03, sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas hablas de las políticas necesarias para prevenir la prostitución forzada, en los capítulos 12 al 15, bajo el título: De la Prevención y Otras Medidas, establece que las instituciones encargadas del cumplimiento de la ley,  con otras autoridades competentes cooperarán en el intercambio de información con el propósito de determinar: falsedad de documentos de viajes, documentos pertenecientes a terceros, indocumentados, tipos de documentos medios y métodos usados por los traficantes o grupos de traficantes, vínculos de los grupos y medios para detectarlos, para garantizar la fiabilidad, seguridad e integridad de los mismos. Además, habla de recurrir se podrá recurrir a la cooperación internacional y a los sectores de la sociedad civil, para el desarrollo de las políticas, programas y otros, con miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
El artículo 14 de la ley de Trata y Tráfico, también especifica que las personas que se encargan del cumplimiento de la ley, funcionarios/as diplomáticos/as, consulares, de migración, policiales y otras vinculadas al tema, recibirán capacitación y se actualizarán en los temas de prevención, protección, combate y penalización de la trata de personas y velarán por el fiel cumplimiento de las medidas establecidas en el chequeo migratorio fronterizo, con el fin de combatir la trata de personas.

Además, dice que el Ministerio de la Mujer, el de Relaciones Exteriores, la Procuraduría General de la República, a través del Departamento para Combatir el Tráfico de Mujeres, Niños, Niñas y Adolescentes, la Dirección General de Migración y el Comité Interinstitucional de Protección a la Mujer Migrante (CIPROM) procurarán el cabal cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y quedan facultados para establecer las normativas pertinentes para su correcta aplicación.

Por otro lado, en la R. Dominicana la prostitución entre personas adultas es legal y la ley penal, solamente castiga a los/as proxenetas, en el Código Penal que los define como aquellas personas que de cualquier manera ayuda, asista o encubra personas, hombres o mujeres con miras a la prostitución o al reclutamiento de personas con miras a la explotación sexual; que reciba beneficios de la prostitución en el ejercicio de esa práctica; que siendo una persona relacionada con la prostitución no pueda justificar los recursos correspondientes a su tren de vida; quien consienta a la prostitución de su pareja y obtenga beneficios de ello; quien contrata, entrena o mantiene, aún con su consentimiento, una persona hombre o mujer, aún mayor de edad, con miras a la prostitución, la entrega a la prostitución, o al desenfreno y relajación de las costumbres; quien oficia de intermediario/a, a cualquier título, entre las personas (hombres o mujeres) que se dedican a la prostitución o al relajamiento de las costumbres o los individuos que explotan la prostitución y el relajamiento de las costumbres de otros; y quien por amenazas, presión o maniobras, o por cualquier medio, perturba la acción de prevención, asistencia o reeducación emprendida por los organismos calificados en favor de las personas (hombres o mujeres) que se dedican a la prostitución o está en riesgo de prostitución.
El proxenetismo se castiga con prisión de seis meses a tres años y multa de cincuenta mil a quinientos mil pesos y de acuerdo a la ley penal dominicana, la tentativa de las infracciones previstas en el presente artículo se castigará con la misma pena que el hecho consumado.

Las penas son de reclusión de dos a diez años y multa de cien mil a un millón de pesos, cuando la infracción ha sido cometida respecto de un niño, niña o adolescente de cualquier sexo; cuando la infracción ha estado acompañada de amenaza, violencia, vía de hecho, abuso de autoridad o dolo; cuando el autor de la infracción era portador de un arma aparente u oculta; cuando sea el esposo, esposa, conviviente, padre o madre de la víctima;  cuando el autor está investido de autoridad pública o cuando, en razón de su investidura, está llamado a participar, por la naturaleza misma de sus funciones, en la lucha contra la prostitución, la protección de la salud o al mantenimiento del orden público; cuando la infracción ha sido cometida respecto de varias personas, cuando las víctimas de la infracción han sido entregadas o incitadas a dedicarse a la prostitución fuera del territorio nacional; cuando las víctimas de la infracción han sido entregadas o incitadas a dedicarse a la prostitución a su llegada al extranjero o en un plazo próximo a su llegada al extranjero; y cuando la infracción ha sido cometida por varios autores, coautores o cómplices.

Además de que la tentativa de estos hechos se castigará con las mismas penas que el hecho consumado, en ningún caso de agresiones sexuales, se acogerán circunstancias atenuantes en provecho del agresor o la agresora".

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.
La R. Dominicana firmó el Estatuto de Roma, el 8 de septiembre de 2000, la que fue ratificada por el Congreso Nacional, el 31 de marzo de 2005, por la Resolución No. 117-05 que aprueba el Convenio sobre el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, del 17 de julio de 1998, suscrito por la Republica Dominicana el 8 de septiembre del 2000. 
Actualmente, en ocasión de la publicación del Informe sobre la Trata de Personas, 2009 República Dominicana.
En estos momentos, precisamente, a raíz del Informe sobre Trata de Personas, recién publicado por el PNUD, hay una controversia plantada, de rechazo por parte del gobierno dominicano, que se quejó formalmente ante el Departamento de Estado de los Estados Unidos sobre el informe que coloca al país en una categoría muy baja con respecto a los esfuerzos para contrarrestar la trata de personas.  (Ver en anexos)
De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

a) laboral? Si
El artículo 47 del Código de Trabajo, prohíbe a los empleadores a ejercer acciones contra el trabajador que puedan considerarse de acoso sexual, o apoyar o no intervenir en caso de que lo realicen sus representantes. 

b) de salud? No
c) educativo? No
d) en otros ámbitos? Especificar:..................................................................

El Código Penal, reformado por la Ley No 24-97, del 27 de enero de 1997, en su artículo 333-2, define el acoso sexual como toda orden, amenaza, constreñimiento u ofrecimiento destinado a obtener favores de naturaleza sexual, realizado por una persona (hombre o mujer) que abusa de la autoridad que les confieren sus funciones y lo castiga con un año de prisión y multa, aclarando que el acoso sexual en los lugares de trabajo, da lugar a dimisión justificada de conformidad con la ley.
De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
El Código de Trabajo, fue reformado por la Ley 16-92, Promulgada el 29 de mayo de 1992.

7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

a) Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. Si
El Código Penal Dominicano, reformado el 27 de enero de 1997, penaliza la violencia sexual, a la que llama “actividad sexual no consentida”, abarcando todas las violencias sexuales posibles, en su artículo 332, cuando dice: “Con igual pena se sancionará a la persona que incurra en una actividad sexual no consentida en una relación de pareja, en cualquiera de los casos siguientes: a) Mediante el empleo de fuerza, violencia, intimidación o amenaza; b) Si se ha anulado sin su consentimiento su capacidad de resistencia por cualesquier medios; c) Cuando por enfermedad o incapacidad mental, temporal o permanente, la persona víctima estuviere imposibilitada para comprender la naturaleza del acto en el momento de su realización; d) Cuando se obligare o indujere con violencia física o sicológica a su pareja a participar o involucrarse en una relación sexual no deseada con terceras personas”.

(1) (Se refiere la pena de diez a quince años de reclusión y multa de cien mil a doscientos mil pesos).

b) Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.
La ley penal dominicana, abre las posibilidades a todas las violencias sexuales, como se ve en el artículo más arriba mencionado.
De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?
/
8. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? Si
El Código Procesal Penal, cuya reforma fue promulgada el 2 de julio de 2002, habla de la mediación para los casos de violencias de género y en el artículo 38, titulado “Mediación”,  dice que, en los casos de violencia intrafamiliar y cuando se afecten a los niños, niñas y adolescentes, el ministerio público sólo puede procurar la conciliación cuando lo soliciten en forma expresa la víctima o sus representantes legales.

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación 
/.
En la práctica, existen 15 Unidades de Atención a la Violencia Intrafamiliar y de Género, dependientes de la Procuraduría General de la República, a través de una Procuradora Adjunta para los Asuntos de la Mujer y de las Fiscalías de la jurisdicción correspondiente. En estas Unidades de atención integral, hay Sicólogas/os, Fiscales Adjuntos/as a cargo, Médicas/os Forenses, en al menos dos, Trabajadora Social, y Abogadas/os Asistentes, entrenadas/os en atención a la Violencia Basada en el Género, sin embargo, no existe un entrenamiento sistematizado aún, como refuerzo unificado con enfoque de género, por lo que en un gran número de estas Unidades, aún están conciliando a pesar de que, en las menos, existe una práctica contraria y solo se media y concilian los intereses civiles, como el soporte económico de los/as NNA que tengan en común. 
9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio
 como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio? No 
No existe tipificación del feminicidio en la legislación dominicana.

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
El movimiento feminista y de organizaciones de mujeres, conformaron para febrero del 2003, la Coalición de ONGs por un Código Penal Moderno y Consensuado, convirtiéndose en un espacio de integración de las diferentes instituciones de la Sociedad Civil con el propósito de incidir en el proceso de creación del nuevo CPD. La Coalición elaboró entonces una propuesta de Modificación del Código Penal Dominicano. El espacio se amplió luego hacia otras legislaciones, para impulsar el reconocimiento y el ejercicio de los derechos legales de las mujeres,  que promuevan la igualdad de género en los ámbitos económicos, sociales, políticos y culturales. En la propuesta de Código Penal de la Coalición, se incluye la tipificación del feminicidio, como un crimen diferente al homicidio.
10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que:

a) sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/ No
b) sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?
/ No
c) sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado? No
De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? 
El artículo 55 de la Nueva Constitución, se refiere a los derechos de la familia y señalándola como el fundamento de la sociedad y el espacio básico para el desarrollo integral de las personas. El mismo artículo dice que la familia se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla y en su acápite 6, reconoce que la maternidad, sea cual fuere la condición social o el estado civil de la mujer, gozará de la protección de los poderes públicos y genera derecho a la asistencia oficial en caso de desamparo.
También, el artículo 38 de la nueva Constitución, se refiere la dignidad humana y dice que  el Estado se fundamenta en el respeto a la  dignidad de la persona y se organiza para la protección real y efectiva de los derechos fundamentales que le son inherentes. La dignidad del ser humano es sagrada, innata e inviolable; su respeto y protección constituyen una responsabilidad esencial de los poderes  públicos.

La Ley No. 41-01, Ley General de Salud, en su quinto considerando, establece que:  “el artículo 4 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, suscrita el 9 de junio de 1944 establece que "toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre los derechos humanos", que su contenido fue aprobado por el Congreso Nacional y por el Poder Ejecutivo e incorporado en la ley 24-97 de enero de 1997”.

Más adelante, esta misma Ley General de Salud, en su artículo 31, enumera los deberes del Estado a través de las instituciones competentes y entre ellos, los que tienen que ver con las mujeres, presentadas desde un enfoque familista, y dice en el acápite c) Velar por la priorización de las atenciones maternas e infantiles y promover la prevención de la morbimortalidad materna e infantil; y en el acápite d) Garantizar que los programas y acciones de salud se fundamenten, en el reconocimiento y promoción de un enfoque integral de la salud de la mujer, que propicie su desarrollo en los diferentes órdenes de la vida en sociedad y el disfrute de una vida plena y saludable; eliminando las causas y consecuencias de la discriminación de su sexualidad.

Y el artículo 32 de la misma Ley General de Salud, establece que el aborto provocado se regirá por las disposiciones del Código Penal y en su párrafo, ordena a las instituciones que conforman el Sistema Nacional de Salud implementarán políticas encaminadas a evitar la ocurrencia de abortos.
a)
¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/ No

b)
¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva? 

Si, el artículo 317 del Código Penal agrava las penas para los/as médicos/as y/o profesionales de salud que participen en la interrupción de un embarazo.
c)
¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación? No
d)
¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/  No
e)
¿Sanciona la legislación la esterilización forzada? No
f)
¿Sanciona la legislación la inseminación artificial no consentida? No
g)
¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia? No
El aborto en la R. Dominicana es totalmente penalizado y el artículo 317 del Código Penal lo señala que, “El que por medio de alimentos, brebajes, medicamentos, sondeos, tratamientos  o de otro modo cualquiera, causare o cooperare directamente a causar el aborto de una  mujer embarazada, aun cuando ésta consienta en él, será castigado con la pena de  reclusión.  La misma pena se impondrá a la mujer que causare un aborto o que  consintiere en hacer uso de las substancias que con ese objeto se le indiquen o  administren o en someterse a los medios abortivos, siempre que  el aborto se haya  efectuado.  Se impondrá la pena de prisión de seis meses a dos años a las personas que  hayan puesto en relación o comunicación una mujer embarazada con otra persona para  que le produzca el aborto, siempre que el aborto se haya  efectuado, aun cuando no  hayan cooperado directamente el aborto. Los médicos, cirujanos, parteras, enfermeras, farmacéuticos y otros profesionales médicos, que, abusando de su profesión, causaren el  aborto o cooperaren a él, incurrirán en la pena de cinco a veinte años de trabajos  públicos, si el aborto se efectuare”.

h) ¿Se proveen  cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para  VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual? 
No oficialmente, aunque el Ministerio de la Mujer, informa que están en preparación en su Departamento de No Violencia. Algunas ONG tienen protocolos de aplicación a sobrevivientes de violación sexual, que incluyen la aplicación de retrovirales y antibióticos de amplio espectro, pero el ministerio de  Salud Pública, no tiene ni presupuesto ni voluntad para establecerlo. Sin embargo, estas acciones están centralizadas a la  Capital de la Republica  y  la Ciudad de Santiago de los Caballeros, sin que se apliquen  en las 30  provincias restantes .
i) ¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos? 
Con la intervención de algunas ONG a través de redes de cogestión, interinstitucionales e intersectoriales, pero no de parte del Estado dominicano.
De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional? 
La nueva Constitución promulgada en el mes de enero pasado, en el Título II, que se refiere a los Derechos, Garantías y Deberes Fundamentales, en su capítulo I, titulado De Los Derechos Fundamentales, Sección I, a su vez titulada, De los Derechos Civiles y Políticos, que corresponde al artículo 37, señala que el derecho a la vida es inviolable desde la concepción hasta la muerte. No podrá establecerse, pronunciarse ni aplicarse, en ningún caso, la pena de muerte. 
Las mujeres, feministas y de las organizaciones de mujeres, conformaron un frente amplio llamado Foro de Mujeres para la Reforma Constitucional, conformado por más de 25 organizaciones de mujeres de la sociedad civil, desde octubre de 2007, trabajó por una reforma constitucional participando en la Consulta Popular planteada por el nuevo gobierno y presentando su “Propuesta de Reforma Constitucional en República Dominicana: La Constitución que queremos las mujeres” y, al año siguiente, una versión popular de “La Constitución que queremos las mujeres” en 3 cuadernillos titulados: “La Constitución: Igualdad, No Discriminación y Derechos Fundamentales”; “El principio de Derechos Humanos y la Constitución”; y “Sexualidad, Reproducción y Derecho a una Vida Libre de Violencia de Género”. A pesar de las estrategias realizadas por la no constitucionalización del concepto de “vida desde la concepción”, y de haber presentado una propuesta de Constitución, la presión de la jerarquía de la iglesia católica sobre todo, en un momento pre electoral, los dos partidos opositores al gobierno, bajaron una línea de voto “pro vida”  a sus congresistas y solo 33 de ellos/as, mayoría del partido en el gobierno, votó a favor de la supresión del artículo que se convirtió en el 37 de la nueva Constitución promulgada en enero 2010. 
12. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? No de parte del Gobierno.
III. PLANES NACIONALES
13.
¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres? ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica? Si
En caso de que exista:
El Ministerio de la Mujer, como el organismo gubernamental responsable de establecer las normas y coordinar la ejecución de políticas, planes y programas para la construcción de la  igualdad entre mujeres y hombres a nivel del Estado y en sinergia con la sociedad civil, cuenta con un Plan Nacional de Equidad, desde el año 2000, formulado entonces para el período 2000-2004, llamado PLANEG I.
El PLANEG I, fue realizado de manera consensuada a partir de un proceso de reflexión, diálogo y análisis con la contribución de mujeres y organizaciones de mujeres dominicanas, como el primer marco oficial que establecía la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Sirvió de marco de referencia para muchas iniciativas a favor de las mujeres emprendidas en el país durante el periodo 2000-2004 a pesar de que no llegó a operacionalizarse su ejecución, ni se tradujo en planes operativos nacionales o sectoriales, ni contó con un plan de monitoreo y evaluación que permitiera medir los avances logrados.

A principios del 2005, el Ministerio de la Mujer inició un proceso colectivo de revisión y rediseño del Plan Nacional de Equidad de Género, que sería el PLANEG II, en el marco de una estrategia orientada al fortalecimiento de su liderazgo institucional en  favor de la construcción de la igualdad y equidad de género, cuyo fin último es lograr el pleno ejercicio de la ciudadanía por parte de las mujeres. Este PLANEG II ha sido rediseñado con un enfoque, orientado al logro de resultados que contribuyan a la solución de  los principales problemas que confrontan las mujeres por razones de  desigualdades e inequidades  de género. Este enfoque va de la mano con la necesidad de que el Ministerio de la Mujer ponga en marcha un sistema de seguimiento y evaluación de la ejecución  del PLANEG II, en coordinación con los  organismos responsables de su co-ejecución, para lo que se contrató a la empresa Consultor@s Asociad@s para el Desarrollo (CONSAD), que, mediante una metodología participativa,  realizo un diagnóstico y rediseñó el PLANEG para un segundo periodo de ejecución, esta vez para un período de diez años, de 2007 a 20017.
Los siete temas establecidos por el Plan Nacional de Equidad II, PLANEG II, constituyen la base del enfoque nacional de género, que debe ser aplicado hacia el año 2017, para conseguir los objetivos meta entonces, cada línea de trabajo, tiene objetivos nacionales a desarrollar: 

1. Promover la igualdad y equidad de género. 

2. Garantizar todos los derechos de las mujeres y el pleno ejercicio de su ciudadanía.

3. Fortalecer el empoderamiento económico e impulsar la superación de la pobreza de las mujeres.
4. Promover el liderazgo y la participación política y social de las mujeres en favor de la igualdad de género.

5. Favorecer el acceso y control de las mujeres a bienes y servicios de calidad. 

6. Erradicar cualquier forma de violencia contra las mujeres en todo su ciclo de vida. 

7. Promover la plena participación de las mujeres en la Sociedad de la Información y el Conocimiento.

Del sexto lineamiento de trabajo, depende otro documento de estrategia nacional para el enfoque del sistema de prevención y atención a la Violencia contra la Mujer, se desprenden estrategias en elaboración para modificar y adecuar a su vez, el Modelo Nacional de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar, que están en proceso en estos momentos.
Podemos resumir que los mecanismos nacionales reconocidos para el tema de la violencia de género intrafamiliar, fueron trabajados a partir de la promulgación y aplicación de la ley 24-97 en procesos de coordinación entre las autoridades gubernamentales y las ONGs reconocidas que trabajan el tema desde hace algunos años en el país. Como mecanismos legales normativos:
· Ley 136-03 que deroga la Ley 14-94 a partir de octubre 17 del 2004.

· Ley 24-97 sobre violencia intrafamiliar

· Ley 88-03 que instituye en todo el territorio nacional las Casas de Acogida o Refugios y sus Reglamentos

· Ley 137-03 Sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas

Como documentos  de base, los siguientes:

· Plan Nacional de Equidad de Género, PLANEG II.
· Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar, en proceso de revisión.

· Normas Nacionales de Atención en Salud a la Violencia Intrafamiliar contra la Mujer, promulgadas en el 2001 y revisada desde el 2005 hasta 2008, sin aplicar. 

· Organización de Redes Locales de Atención Integral a la Violencia Intrafamiliar

a)
¿Cuándo fue establecido? El primero, en el año 2000. En 2007 se reformuló 
b)
¿Qué periodo cubre? Hasta 2017
c)
¿Cómo se ejecutan y evalúan? 
Por mecanismo internos de los Departamentos de Políticas Públicas y Educación del Ministerio de la Mujer, que están en proceso de creación.
d)
¿Cómo se divulgan y promueven? 
A través de todos los programas del Ministerio, especialmente de los de Educación.
e)
¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño? 
Si, la mayoría de los programas del Ministerio de la Mujer, están coordinados con ONG del área de la mujer y/o con otras instituciones gubernamentales, a nivel nacional y municipal, a pesar de que estas coordinaciones no tienen la fuerza que debiera tener, es un comienzo coordinación.
f)
¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales? No 
De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/ Ninguna
14.
¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

El Ministerio de la Mujer, coordina y preside la Comisión Nacional de Lucha, Prevención, Atención y Sanción a la Violencia (CONAPLUVI), creada por el decreto 423-98. Las instituciones que integran La Comisión Nacional de Prevención y Lucha contra la Violencia Intrafamiliar (CONAPLUVI).

1. Ministerio de la Mujer 

2. Procuraduría General de la República 

3. Ministerio de Educación 

4. Ministerio de la Juventud

5. Ministerio de Deportes  

6. Ministerio de Salud Pública

7. Educación Física y Recreación y Asistencia Social

8. Ministerio de Cultura  

9. Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia 

10. Fiscalía del Distrito Nacional  

11. Fiscalía Provincia Santo Domingo

12. Policía Nacional    

13. Comisionado de Apoyo a la Reforma Y Modernización de la Justicia

14. Dirección General de Desarrollo  

15. Asociación Dominicana Pro bienestar de la Familia, Profamilia, ONG

La CONAPLUVI, como la mayoría de estas comisiones creadas en la década de los 90, apenas funciona y se reúne muy esporádicamente, la última vez, fue convocada de manera extraordinaria, el 19 de enero de 2009, generando entonces un comunicado que proponía la puesta en marcha de un Plan Nacional de Emergencia contra la Violencia Intrafamiliar y de Género que contemplara medidas preventivas, disuasivas y represivas para evitar el aumento de la cifra de feminicidios durante el año 2009. (Ver documento presentado en anexos)
a)
educación? 
Solo hay acciones coordinadas con el Ministerio de la Mujer y la Ministerio de Educación y con organizaciones de mujeres, a través de su Oficina de Equidad de Género, OEGD.
b)
Empleo y generación de ingresos?
Solo hay acciones coordinadas con el Ministerio de la Mujer.

c)
Erradicación de la pobreza? 
Solo en los programas del Ministerio de la Mujer.

d)
equidad e igualdad de género?

En todos los programas del Ministerio de la Mujer, se trabaja la prevención a la violencia contra la mujer.

e) salud?

Solo en acciones coordinadas con el Ministerio de la Mujer y algunas ONG del área de salud.

f) VIH/SIDA?
A través del Consejo Presidencial del SIDA, COPRESIDA, en los dos últimos años, se ha hecho hincapié en la asociación del VIH-SIDA con la violencia contra la mujer.

g)
Seguridad pública/prevención del crimen?

Los programas de seguridad pública, a cargo del Ministerio de Interior y Policía, no incluyen la Violencia contra la Mujer, específicamente, ni tienen perspectiva de género.
h)
otros? Especificar ........................................................

En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
El Ministerio de la Mujer, encargado de regular las políticas públicas de género, está planificando con los demás Ministerios, la aplicación de programas conjuntos para prevenir la Violencia contra la Mujer. 
15.
¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:

a) Legisladores/as? No
b) Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)? No
La Escuela Nacional del Ministerio Público, tiene incorporadas a los cursos especiales para el Ministerio Público, más de veinte horas sobre el género y la violencia contra la mujer.

c) Operadores/as de salud? No
d) Educadores/as? No
e) Fuerzas militares y policiales?
La Policía Nacional recibe cursos de parte del Ministerio de la Mujer.

f) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres? Si
Para el año 2003, el Centro de Estudios de Género, CEG, del Instituto Tecnológico de Santo Domingo, INTEC, diseñó un Diplomado para capacitar a servidores/as del sistema de atención a la Violencia contra la Mujer, teniendo varias rondas de Diplomados a los que asistió un gran número de servidores/as.

También el PACAM, una ONG que trabaja con la Violencia Intrafamiliar, tiene Diplomados en la Universidad Católica de Santo Domingo, de capacitación a servidores/as del sistema de atención a la Violencia contra la Mujer.

Profamilia y el Núcleo de Apoyo a la Mujer, NAM, tienen cursos diseñados que han impartido al personal de las unidades de atención y a quienes trabajan en la Fiscalía de Santiago, en coordinación con el recinto CURSA/UASD, de la Universidad Autónoma de Santo Domingo, en Santiago.

g) Centros de atención especializados en violencia?
h)
Otros?  Especificar.....................................................

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el:

Para la planificación, evaluaciones, proyectos el Ministerio de la Mujer, convoca a las organizaciones de mujeres de la sociedad civil. Las Comisiones nombradas por decreto, para trabajar con la Violencia contra la Mujer, como la CONAPLUVI, y el consejo de dirección de las Casas de Acogida o Refugios, compuesto por representaciones de los Ministerios y también, de las organizaciones no gubernamentales del área.


a)
Diseño del Plan/Acción/Estrategia?


b)
Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?


c)
Ejecución  de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles


d)
Otros? Especificar......................

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?
El Ministerio de la Mujer, en el pasado mes de marzo, presentó la Guía para el Análisis y la Reflexión de Códigos de Comunicación No Sexista y No Discriminatoria, con el objetivo de que los diferentes medios de comunicación y las publicitarias contribuyan a la socialización de una cultura inclusiva, basada en la equidad, la igualdad de género y el respeto a la diversidad, con la que programa para este año, iniciar actividades de información con las gerencia de los medios dominicanos.
III.
ACCESO A LA JUSTICIA
18.
¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/
En el año 2005, la Procuraduría General de la República creó una Dirección Nacional de Atención a Víctimas, como referente para todas las personas que fueran víctimas de maltrato, abuso patrimonial o económico, trata de personas, abuso sexual, violencia de género o violencia intrafamiliar. Sus funciones son: diseñar y establecer lineamientos, mecanismos de atención y políticas de servicios, prevención y protección a favor de las victimas de violencia, desarrollando a su vez, mecanismos necesarios para la protección efectiva de sus derechos; gestionar, coordinar y articular los esfuerzos de todas las instituciones, organismos y del personal involucrado con el tratamiento de las víctimas de violencia; así como gestionar los recursos y articular el apoyo de los organismos o instituciones, con una calidad moral comprobada, orientados a la protección, prevención y/o servicios para las víctimas de violencia. (Tiene publicaciones de materiales de apoyo, como 
“Acercamiento a las víctimas de violencia” y “Atención a Víctimas de Violencia”, preparados por Yris Carbuccia Duvergé de Camilo)

Ese mismo año, la Procuraduría también nombró una Procuradora Adjunta para los Asuntos de la Mujer. También para el 2005, fue creado en el país un nuevo concepto de atención integral, desde las Fiscalías, llamado Unidad de Atención a la Violencia Intrafamiliar y de Género, con un personal de apoyo constituido por Psicólogas, Psicólogos para el victimario imputado, Trabajadora Social, Abogadas Ayudantes, etc. Estas Unidades, la primera instalada a finales del año 2004 en la Fiscalía del Distrito Nacional y la segunda, en marzo del 2005, en Santiago, segunda ciudad en importancia, son actualmente 14, ubicadas en igual número de ciudades cabecera de provincias.
A comienzos del 2005, también la Fiscalía del Distrito Nacional, creo el concepto de Fiscalías Barriales, un proyecto contemplaba la instalación de 17 fiscalías barriales, de las cuales a la fecha han sido instaladas 14, que cubren el 85% del área geográfica de la ciudad capital, donde se generan más conflictos, para  resolver efectivamente los diversos problemas que suceden en la cotidianidad y encaminar aquellos que así lo requieren hacia la Fiscalía. Para el caso de la Violencia contra la Mujer, la Fiscalías Barriales reciben y dan la primera atención a las sobrevivientes, encaminándolas hacia la Unidad de Atención especializada.

Para esa misma época, en la ciudad de Santiago, se crea el programa de Asesoría Legal Barrial, ALBA, como una propuesta extra judicial general que también asesora a mujeres sobrevivientes de violencia, coordinada con el Ayuntamiento Municipal de Santiago y con una ayuda financiera de la Procuraduría General de la República. Posteriormente, en esta misma ciudad, se creó la Casa de la Justicia, similar a ALBA, pero con la presencia de un/a Fiscal/a Adjunto/a para aquellos casos que necesiten ser llevados desde el sistema de justicia.

Desde enero de 2006, la Procuraduría Fiscal del Distrito Nacional puso en funcionamiento la Línea Vida, central telefónica que ofrece a la ciudadanía el registro y la atención gratuita y efectivo de las denuncias por hechos violentos (809-200-1202). Identificando que la comunicación rápida y efectiva es clave para lograr que las víctimas reciban atención inmediata cuando decide denunciar la violencia,
En el año 2008, la Procuraduría General de la República, creó la Oficina de Representación Legal de los Derechos de las Víctimas, para proveer la representación y asesoramiento técnicos gratuitos a las víctimas en general que carezcan de recursos para pagar una representación legal, así como también llevar a cabo cualquier acción que, conforme a la política institucional, tienda a asegurar los derechos de sus representados.
19.
¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:

a)
Personal especializado?
Todas estas nuevas instancias de recepción del sistema de atención a la violencia contra la mujer, cuenta con personal entrenado.

b)
Espacios con privacidad?

La mayoría de las 13 Unidades que existen, tiene espacio más o menos adecuado, sin embargo, estas unidades se ubican en las ciudades más importantes, dejando sin servicio a la mayoría de las provincias. Estas unidades solo han llegado a un numero muy limitado de provincias con muchas limitaciones de personal y enfoque de abordaje. De las 32 provincias solo 13 cuentan con  unidades de atención.

c)
Servicios legales gratuitos?

Los servicios legales son administrados de manera gratuita, y las víctimas sobrevivientes pagan los sellos de impuestos que el proceso jurídico legal exija. Esto es en principio, sin embargo, en la práctica, el costo de un proceso legal es alto, tomando en cuenta que es la víctima la que muchas veces tiene que pagar alguaciles, transporte de la policía, y otras diligencias. La presentación formal de una demanda tiene un costo promedio de RD$5,000 (US$136.61), cerca del equivalente a un salario mínimo mensual (RD$6,000). Sin contar la falta de abogados/as defensores/as en todos los puntos del país, que las hace caer en las manos menos escrupulosas, en el mejor de los casos, y en el pero, abandonar el proceso por falta de recursos.

d)
Intérpretes en los idiomas indígenas? 

No hay traductores/as de creole para las mujeres haitianas sobrevivientes.
e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

El sistema de atención a las víctimas sobrevivientes de violencia basada en el género, es confidencial.


f)
Otros? Especificar……………………… 

Favor de explicar también qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia.
Existen a veces, dificultades con las mujeres de origen haitiano que no hablan español, sin embargo, son atendidas en las Unidades y Fiscalías Barriales, igual que las dominicanas. El acceso a la justicia se les dificulta a aquellas mujeres, dominicanas y extranjeras, que viven en lugares donde no existen Unidades especializadas, sin embargo, en todas las ciudades cabeceras de provincia, hay una Oficina Provincial de la Mujer, OPM, dependiente del Ministerio de la Mujer, donde se provee atención legal y psicológica a las sobrevivientes.

20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 
a) ¿fondos para traslados? 
Si, en las Unidades de Atención, existe una  caja chica de fondos para el traslado y rescate de mujeres y menores a cargo
b) ¿mecanismos de rescate de mujeres? Si
c) ¿cambio de identidad? No
d) ¿protección de testigos? No
e) ¿salvoconducto para salir del país? No
f) ¿redes seguras de referencia?
Las redes que existen son interinstitucionales e intersectoriales, generalmente en manos de las ONG aunque con inclusión de organismos del Estado, con poco poder para tener seguridad, pero funcionan solo en algunos puntos del país. La única a nivel nacional, REDAVI, confronta muchas dificultades para acordar acciones, precisamente, porque las representaciones estatales tienen que atravesar una burocracia para pronunciarse, que no es ni rápida ni objetiva.
g) ¿Otros? Especificar 
21.
¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
/
El Poder Judicial de la República Dominicana con el apoyo de la AECID ha iniciado el proceso de implementación del primer observatorio nacional de Justicia y Género. Para ello un equipo de actores claves de dicha institución, han construido el marco conceptual del Observatorio así como los componentes que lo conformaran. En una reunión dirigida por la Magistradas de Corte Suprema Eglys Esmurdoc, encargada de género, y Ana Rosa Bergés, las instituciones del sector justicia y la sociedad civil, dieron los primeros pasos para conformar la red que dará la vida al Observatorio. La Fundación Justicia y Género en el mes de junio abrirá el primer curso sobre el desarrollo de Observatorios de Justicia y Género con el objeto de motivar a otros países para que sigan los pasos de la República Dominicana. Sin embargo, todo esto está comenzando.
22. ¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias? No

b) Fiscalías?
Si, cada una de las Unidades de Atención especializada, desde las Fiscalías, tienen sus protocolos y la Procuraduría General de la República está trabajando en una unificación que permita un sistema consecuente de registro.

c) Operadores/as de salud? 
Las Normas Nacionales para la Atención Integral en Salud a la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer, cuentan con los protocolos indicados para salud, sin embargo, estas normas, promulgadas en el año 2001, no han sido aún utilizadas por el Ministerio de Salud Pública, que fue quien las diseñó, con la colaboración de el Ministerio de la Mujer, entonces Secretaria de Estado, y de un grupo de ONG de mujeres que desde hace varios años.
d) Otros? Especificar……………………………………………
En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción
/.
23.
¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y fiscales/as? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes. 
Si, se usan la Convención de Belém do Pará y los demás tratados internacionales en las sentencias. Se fue integrando a partir argumentaciones incluidas en los escritos de las/os abogadas/os que trabajan desde la sociedad civil, en los tribunales. Pero no se ha evaluado el impacto de este uso por parte del sistema judicial ni de las organizaciones de la sociedad civil.
24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:

a)
el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias? No

b)
Si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? 

Se ve menos, pero aún se presentan administradores/as de justicia en el proceso, que lo hacen.

En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.
IV.
SERVICIOS ESPECIALIZADOS
25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención
/.
En el país, hay dos Casas de Acogida o Refugios, una Casa o Refugio de Emergencia y Casa o Refugio Modelo, como lo establece la Ley 88-03. Ambas están a cargo del Ministerio de la Mujer, que las administra. La Casa Modelo se abrió el día 1 de abril de 2009, y está ubicada en el centro del país, en la ciudad de Santiago; la de Emergencia existe hace más de cuatro años y está situada en la ciudad capital.
26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a)
asesoría jurídica gratuita previa al proceso? Si

En las Unidades de Atención especializadas, de las Fiscalías, las Fiscalía Barriales, Asesoría Legal Barrial, ALBA, y Casa de la Justicia. Estas dos últimas, en la ciudad de Santiago. 
b)
Patrocinio jurídico gratuito durante el proceso? Si
Con la creación de la Oficina de Representación Legal de los Derechos de las Víctimas, limitada solo a la ciudad capital.

c)
Líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional? No
d)
programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo? No
e)
Consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda? Si
En las Unidades de Atención especializadas, de las Fiscalías, las Fiscalía Barriales, Asesoría Legal Barrial, ALBA, y Casa de la Justicia, estas últimas en la ciudad de Santiago.

f)
Otros? Especificar……………………………….

En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora
/.
Se ha mejorado la atención, en cantidad y en calidad,  y a pesar de que aún no hay registros, se puede comprobar empíricamente que hay cada vez más preparación en las instancias gubernamentales que se van comprometiendo a través de los acuerdos regionales, sobre todo. En ese sentido, una gran mayoría de los eventos de capacitación regional, dirigida a administradores/as de la justicia y al tema específico de la Violencia contra la Mujer, ha sido apoyados por la Agencia de Cooperación Española, AECI, desde su centro en Antigua, Guatemala, al que asistieron un número interesante de Ministerio Público. Además, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, en Costa Rica, y el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito, ILANUD, dirigido por Alda Facio, agotaron programas de capacitación en género para juezas y jueces, en coordinación con la Suprema Corte de Justicia dominicana. 
27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?
Si, abiertas por la Procuraduría y el Ministerio de la Mujer, generalmente para el 25 de noviembre y el 8 de marzo de cada año.
28. ¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año
/.
V.
PRESUPUESTO 
/
(Los datos sobre presupuesto, son tomados del borrador de: Presupuestos Sensibles al Género: La Experiencia de Republica Dominicana, Santo Domingo, Mayo 2010. Preparado por Emilia Rossi, Cooperante de PROGRESSIO, para en Centro de Estudios Juan Montalvo, que será publicado para el tercer semestre del año en curso).
29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.
El presupuesto total del Ministerio de la Mujer, es el más pequeño en el país, como se puede comprobar en los datos más abajo conseguidos para el presente cuestionario y al preguntar en el Departamento de No Violencia, del Ministerio de la Mujer, si conocían el monto de su presupuesto interno, no obtuvimos respuesta afirmativa debido a que muchos de los programas que se llevan a cabo corresponden a apoyos internacionales o a coordinaciones con otros Ministerios o con organizaciones de la sociedad civil.

De la página Web de la Dirección Nacional de Presupuesto, del Ministerio de Hacienda de la República, tomamos los datos del gasto total del Ministerio de la Mujer, correspondiente al primer trimestre de 2010:

	Ministerio
	Gasto total

	Ministerio de la Mujer
	50,392,695

	Ministerio de la Juventud
	72,202,067

	Ministerio de Interior y Policía 
	5,645,391,387

	Ministerio de Salud Pública
	6,665,135,431

	Ministerio de Educación
	6,973,957,402


Para el 2009, el Ministerio de la Mujer, recibió un 0,08% del presupuesto total, siendo el ministerio que menos fondos recibe, junto al de la Juventud que recibe un 0,09%. Los ministerios que reciben más son las de Educación, Salud y  Obras. 
Los Ministerios que tienen una Oficina de Equidad de Género y Desarrollo (OEGD) formalmente instituida por resolución interna o comunicación ministerial son cinco: 

1. Educación, 

2. Agricultura, 

3. Salud Pública, 

4. Medio Ambiente 
5. Cultura. 

En Educación existe desde el 1991 un departamento de educación y mujer (EDUC MUJER), creado con el fin de impulsar la promoción de la mujer desde el ámbito educativo. En 2004 este departamento se cambió en Departamento de Educación en Género y Desarrollo (OEGD) por resolución ministerial, ampliándose su accionar hacía la incorporación de la perspectiva de género en las políticas educativas. Las entrevistas realizadas con el personal de esta unidad de género han indicado que la principal tarea del departamento es apoyar la dirección curricular en la transversalizacion de género en los currículos y que al menos en los últimos 4 años no se ha asignado presupuesto a la Oficina aunque esta cuente con una coordinadora y un equipo técnico. 

En Agricultura existe una Oficina Sectorial de Agricultura de la Mujer que en este ámbito consideraremos equivalente a una OEGD. Esta oficina hace parte de la dirección del programa de asistencia técnica y transferencia tecnológica y su objetivo es tomar en cuenta los intereses especiales de la mujer en el sector agrícola. La OSAM no cuenta con presupuesto en el 2009 mientras que en el 2008 se le asignaron alrededor de 1 millón de RD$, es decir un presupuesto muy limitado. 

En Salud Pública, Cultura y Medio Ambiente, las OEGDs han sido creadas por resolución ministerial en 2009 o 2010 y por tanto no disponían de un presupuesto para el año 2008 y 2009. Cabe señalar que en el Ministerio de Medio Ambiente se creó en 2009 la Dirección de Participación Social y Acceso a la Información y al interior de esta el departamento de participación social y equidad de género. Dicho departamento es el punto de contacto para cuestiones de equidad de género y medio ambiente y una de sus funciones es transversalizar la perspectiva de género en las políticas sectoriales; el departamento tiene más funciones y en ausencia de un presupuesto desagregado no es posible establecer cuáles sean sus prioridades reales. En este sentido, este Ministerio de Medio Ambiente tiene una programación de programas a realizar  con el Ministerio de la Mujer.

En los ministerios de Trabajo y Relaciones Exteriores existen OEGD pero no se han oficializado por medio de una resolución ministerial. En la mayor parte de los otros Ministerios se ha podido identificar una o más personas encargadas de cuestiones de género y que actúan de enlace con el Ministerio de la Mujer en lo que se refiere a la transversalización de la perspectiva de género en las políticas sectoriales. Si bien la existencia de un/a encargado/a o de un enlace para cuestiones de género sea una buena señal, esto no equivale a tener una OEGD: el decreto de institución y el reglamento de las OEGD establecen claramente que estas deben estar formadas por un/a coordinador/a, equipo técnico y personal administrativo.  (Es bueno aclarar que en esas oficinas no hay personas con experticia en género, se nombra a mujeres que son militantes del partido que está en turno, por lo que no es visible en la práctica, esta medida!).

En el borrador del estudio citado, el análisis del presupuesto asignado a los puntos focales de género en el 2008 y 2009 ha mostrado que ninguna de las OEGD maneja un presupuesto propio. 

Esta situación en cuanto al género el general, sobre la Violencia contra la Mujer, se supone que los presupuestos son mucho menores.

30.
En los últimos cuatro años, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:
a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias?

b)
Capacitación de funcionarios/as? 
El presupuesto gastado por la Procuraduría General de la República, en general, para el primer trimestres de 2010, de acuerdo a la Dirección General de Presupuesto, del Ministerio de Hacienda, ha sido de RD$ 637,039,356.00; mientras el del Ministerio de Interior y Policía, para el mismo período, fue de RD$ 5,645,391,387.

No se encuentran los gastos desglosados para Violencia en sus páginas de publicación de presupuestos.

c)
Servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita? 
De acuerdo a la Ley 88-03, sobre Casas de Acogida o Refugios y sus Reglamentos, en el artículo 7, autoriza al Poder Ejecutivo a destinar el uno por ciento (1%) de las recaudaciones que se hacen por concepto de la ley de Porte y Tenencia de Armas de Fuego, un uno por ciento (1%) de las multas pagadas por los condenados por violación del artículo 309-6, literal L, de la ley 24-97 y una asignación en la ley de Presupuesto y Gastos Públicos, así como autoriza al Consejo de Dirección a procurar con instituciones privadas, nacionales e internacionales, organismos multilaterales, etc., los aportes y las donaciones que considere necesarios para hacer posible la instauración de los servicios aquí establecidos. 

En la R. Dominicana la ley 88-03, en su artículo 15, establece dos tipos de Casas de Acogida o Refugio, a saber: Casa o Refugio de Emergencia y Casa o Refugio Modelo, diferenciadas por el tamaño y la función. En el país solo hay una casa de cada tipo, establecidas por el Ministerio de la Mujer, quien maneja el presupuesto de acuerdo a la ley.
d)
Campañas de prevención de la violencia contra las mujeres?

La acción más conocida, enunciada como “campaña”, es la que realiza la Procuraduría General de la República, desde el año 2008, para el mes de noviembre, “Tolerancia Cero a la Violencia Hacia la Mujer”, realizada el año pasado en coordinación con diferentes Ministerios, incluidos el de la Mujer

e)
Servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional?

Salud Pública carece de programas dedicados a la Violencia contra la Mujer, a pesar de que en el año 2002 publicó las “NORMAS NACIONALES PARA LA ATENCION INTEGRAL EN SALUD A LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y CONTRA LA MUJER. Serie de Normas Nacionales No. 24. Que fueron revisadas y editadas en 2009, sin que se estén aplicando a la fecha.

f)
Otros? Especificar………………………….
VI.

INFORMACION Y ESTADISTICAS
No existe todavía un sistema de registro de violencias contra la mujer, único y los datos estadísticos sobre cantidad y calidad de estas violencias, lo aportan cada institución, salvo en el caso de los feminicidios, cuyas cifras son presentadas con regularidad por el Departamento de Estadísticas de la Procuraduría General de la República, que utiliza como base de datos, los archivos de Homicidios de la Policía Nacional, y los clasifica. (Es la única referencia formal al feminicidio, a pesar de que no se encuentra tipificado por la ley dominicana. A continuación,  los cuadros de feminicidios, desde 2005 a 2010.
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31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

POLA, Susi. FLORES, Myrna. CAMILO, Janet. 2008. Femi(ni)cidio en  República Dominicana  2000 – 2006, 1 ed. –  San José, C.R. : Asociación Centro Feminista de Información y Acción. Este estudio forma parte de una investigación regional y fue publicada por el Ministerio de la Mujer, en el marco del Consejo de Ministras de la Mujer de Centro América y el Caribe, COMMCA, del cual forma parte dicho Ministerio. 
Algunas conclusiones del Feminicidio en la R. Dominicana:

· La violencia de género contra  la mujer,  tanto en el ámbito de  la familia como en el entorno social, es un fenómeno alarmante en la República Dominicana, donde a pesar de contar con una legislación que desde hace diez años tipiﬁca y sanciona las violencias de género contra  las mujeres,  ocurre  con  alta  frecuencia.

· Pese a la inclusión de registros mejor adecuados a partir  del año 2004, se mantiene  en República Dominicana la limitación para recopilar los datos por la falta de un registro uniﬁcado con perspectiva de género, capaz de crear una base de informaciones que releven claramente como el feminicidio es el último escalón en el proceso de las violencias basadas en el género.

· La tasa de homicidios de mujeres al inicio del milenio era cercana a 2 por 100.000 que es similar a la que tenían casi todos los países de la región centroamericana. Sin  embargo,  en el curso de seis años esta tasa ha aumentado sensiblemente, hasta casi duplicarse en  el  año 2006. República Dominicana se sitúa así en un nivel alto en relación al resto de los países de la región, con una tasa de homicidios de mujeres por 100.000 solo superada por El Salvador y Guatemala.

· La  propuesta de introducción del  crimen en el Código Penal Dominicano, es una de las metas del Movimiento Social de Mujeres y del Ministerio de la Mujer, una iniciativa que cuenta con el apoyo de un sector del Ministerio Público que trabaja con las consecuencias de las violencias contra las mujeres.

· Existe la necesidad de que el sistema de poder dominicano en general, se conmueva lo suﬁciente como para invertir en programas y estrategias nacionales y  locales que protejan a las mujeres de una muerte dirigida hacia ellas, con ampliación al entorno y con consecuencias sociales graves.

BELLIARD, Mirna. 2008. La experiencia de las mujeres víctimas de trata en América Central y República Dominicana y la actuación de las instituciones, Copyright: Organización Internacional para las Migraciones. Primera edición. Investigación nacional: Mirna Belliard. Investigadora regional: Ana Lorena Hidalgo. Coordinación general: Águeda Marín, Coordinadora Unidad contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas. Organización Internacional para las Migraciones.

GONZÁLEZ NICASIO, Alfonsina. 2008. Estudio regional sobre la normativa en relación a la trata de personas en América Central y República Dominicana y su aplicación. Copyright Organización Internacional para las Migraciones. Primera edición. Investigadora nacional: Alfonsina González Nicasio. Investigadora regional: Paula Antezana Rimassa Coordinación general: Águeda Marín, Coordinadora Unidad contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas. Organización Internacional para las Migraciones
32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?
/
El Ministerio de 
33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:
Las estadísticas que se registran regularmente, son del Departamento de Estadísticas de la Procuraduría General de la República, sobre los feminicidios. Sobre las violencias, cada Unidad de Atención especializada, tiene sus registros institucionales.
a)
violencia contra las mujeres? No
b)
Conocimiento de las mujeres de sus derechos? No
c)
Conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia? No
d)
Otros? Especifique………………………………….
                En caso de que se hayan realizado, informar si los/as encuestadores/as recibieron capacitaciones previas sobre el tema y la metodología empleada, así como los resultados de dichas encuestas. En caso de que no se hayan realizado, informar de las medidas tomadas para realizar una
/.
Los datos del Departamento de Estadísticas de la Procuraduría, sobre los feminicidios, son levantadas de los registros que tiene la Policía Nacional en sus archivos de homicidios, y son levantados por la policía actuante, sin preparación especial para ello.
34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a)
Policía y otras entidades receptoras de denuncias? 

b)
Tribunales y fiscalías?

En las Unidades especializadas de las Fiscalías, manejan registros institucionales pero tanto la Procuraduría para Asuntos de la Mujer, como el Ministerio de la Mujer, dicen que están trabajando para unificar la información.
c)
Servicios de salud?

d)
Otros? Especifique……………………….

En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor.  En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros
/.
35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a)
Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica? No para el país
b)
Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres? No para el país
c)
Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas? No para el país
d)
Número de mujeres víctimas de femicidio
/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica? Si, como ejemplo más arriba, los datos comparados de este año, con los demás años anteriores, tomada de la página del Departamento de Estadísticas de la Procuraduría General de la República.
e)
Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados? No
f)
Otros? Especifique………………………………..
En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para  contar con dichas cifras en el futuro
/.
36. ¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones
/. No
Se ha intentado y el 24 de agosto del año 2006, el Ministerio de la Mujer, entonces Secretaría de Estado, realizó un encuentro coordinado con la Oficina Nacional de Estadísticas, ONE, donde entre otros temas, se trató el de la conceptualización del feminicidio y su inclusión en las Estadísticas Nacionales. En este encuentro, asistió también una representación de la sociedad civil, y se hicieron propósitos de trabajar la transversalización del género en las estadísticas, sin que se haya resuelto aún nada 
ANEXOS:

Anexo 1:

A continuación el documento presentado a la opinión pública durante la Rueda de Prensa. 

Comisión Nacional de Prevención y Lucha contra la Violencia Intrafamiliar (CONAPLUVI)

A la Opinión Pública Nacional

En los primeros 15 días de este año, la sociedad dominicana ha sido impactada por los asesinatos  de 12 mujeres,  víctimas de sus parejas, ex parejas, novios, exnovios o relacionados, situación que eleva los niveles de preocupación de la familia dominicana sobre la compleja problemática de la violencia contra las mujeres.

Estos crímenes, que han alarmado a una gran parte de nuestra sociedad y desatado los más diversos comentarios, noticias y opiniones en los medios de comunicación, han motivado una convocatoria extraordinaria de esta  Comisión Nacional de Prevención y Lucha Contra la Violencia Intrafamiliar (CONAPLUVI), con el objetivo de plantear medidas preventivas, disuasivas y represivas que eviten que durante este año 2009 la cifra de feminicidios siga creciendo.

En esa dirección es importante señalar que en enero del 2005 murieron 12 mujeres, 8 de las cuales fueron asesinadas por sus parejas o exparejas.  Al final de año 2005, 190 mujeres habían perdido la vida; 98 (52%) de esas víctimas fueron homicidios cometidos por la pareja o expareja y 92 (un 48%) por otras causas.

En enero de 2006 murieron 14 mujeres.  De estas víctimas, 11 fueron asesinadas por sus parejas o exparejas.  Al  finalizar  el año 2006, 177 mujeres habían perdido la vida, 99 (un 56%) fueron homicidios cometidos por la pareja o expareja y 78 (un 44%) por otras causas.

Durante el mes de enero del año 2007 murieron 8 mujeres, 4 de las cuales fueron asesinadas por sus parejas o exparejas.  Al terminar el año 2007, 173 mujeres habían muerto, 89 (un 51%) de ellas por homicidios cometidos por la pareja o expareja.

En enero del año 2008 las mujeres víctimas de violencia fueron  18 y de ellas 12  fueron asesinadas por sus parejas o exparejas.  Al finalizar el pasado año  2008, 185 mujeres habían perdido la vida, 121 fueron feminicidios cometidos por la pareja o expareja y 64 por otras causas.

Ante esas cifras tan escalofriantes, CONAPLUVI hace un llamado a todos  los sectores de la sociedad dominicana para que unamos esfuerzos en las labores de diseño, y  puesta en marcha de programas que fortalezcan  las medidas preventivas, disuasivas y represivas que contribuyan a erradicar estos hechos de  violencia.

Como podemos apreciar, la mujer no solamente sigue siendo la más vulnerable entre los pobres del planeta, si no también  la más lacerada por la violencia.

La Secretaría de Estado de la Mujer, en coordinación con la Procuraduría General de la República, impulsa la aplicación del Modelo Nacional de Prevención de Atención Integral a la Violencia, a través de 14 Unidades de Atención de Violencia; 15 Fiscalías Barriales en el Distrito Nacional que incorporan Unidades de Atención a las Víctimas de Violencia; un  Centro de Recuperación para Sobrevivientes de Violencia;  dos  Refugios o Casas de Acogida para las mujeres y sus hijos en Peligro; y los Programas de Terapia para Agresores.  La SEM cuenta también con 54 Oficinas Provinciales y Municipales de la Mujer que brindan apoyo a las víctimas de violencia.  

Sin Embargo, estas políticas y acciones deben ser reforzadas por las instituciones involucradas en el tema de género y, por supuesto, con un mayor apoyo económico que nos permita desplegar los programas preventivos en todo el territorio nacional.

Por razones culturales, educativas y socioeconómicas la violencia está arraigada en el comportamiento habitual de muchos hombres, que la llevan de la calle a sus hogares y viceversa, rompiendo el orden de la sociedad y la paz familiar, situación que cada año deja como resultado la pérdida de vida de miles de personas.

La sociedad dominicana debe reflexionar ante esta compleja problemática, ya que la violencia contra la mujer lesiona emocionalmente a las familias de las víctimas y a la sociedad en su conjunto.  Es indudable que los traumas que producen los homicidios de mujeres impactan en grandes segmentos de la población aunque parezcan  imprevisibles para las nuevas generaciones. Esos crímenes dejan lesiones de por vida a niños, niñas y adolescentes afectados que son quienes integrarán la sociedad dominicana del futuro. Esta situación es totalmente INACEPTABLE

Las instituciones que integran  CONAPLUVI, abajo firmantes, hacemos un llamado a la reflexión a toda la sociedad. Reafirmamos hoy ante la opinión pública, el compromiso asumido en la reunión sostenida el pasado cuatro de diciembre del 2008 de articular un  plan estratégico de  trabajo para los próximos 4 años que contemple acciones y programas concretos, entre los cuales tenemos:

 a)  La prevención de la violencia intrafamiliar.

 b) El fortalecimiento de acciones y mecanismos para la aplicación de las leyes 24-97, sobre la Violencia Contra la Mujer e Intrafamiliar; y 136-03, sobre Protección de Niños, Niñas y Adolescentes.

 c) La atención a sobrevivientes de violencia intrafamiliar.

 d) La  reeducación social e individual de los agresores.

 e) El apoyo emocional a proveedores de servicios de atención a sobrevivientes de violencia intrafamiliar.

Tras los actos de violencia hacia las mujeres ocurridos recientemente en el país, las instituciones integrantes  de CONAPLUVI  consideramos pertinente la puesta en marcha de un  “PLAN NACIONAL DE EMERGENCIA CONTRA LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y DE GENERO” para enfrentar de manera efectiva la situación antes descrita.

CONAPLUVI como organismo responsable de diseñar, coordinar, apoyar y supervisar las acciones de prevención, detención, atención y rehabilitación de las partes involucradas en la violencia intrafamiliar, ha acordado lo siguiente:

1- Desarrollar un programa de monitoreo directo y continuo de la Secretaría de Estado de la Mujer  y la Procuraduría General de la República a todas las  Fiscalías y Unidades de Atención para evaluar los resultados y el impacto en las familias de los casos de violencia contra la mujer atendidos a la fecha.

2- Fortalecer los programas de apoyo directo a víctimas de violencia para promover la autonomía económica de la mujer como único medio válido  para romper con la dependencia  de las sobrevivientes  evitando que vuelvan a caer en el círculo de la violencia.

3- Solicitar la creación de una Policía Especializada en el área de Género y Violencia que eleve los niveles de  eficacia en la atención a los hechos de violencia contra la mujer.

4- Desarrollar una jornada nacional  de orientación preventiva al personal masculino de las instituciones públicas y privadas, para romper con los valores y actitudes que generan la violencia.

5- Desplegar esfuerzos junto a la Secretaría de Estado de Educación, para fortalecer el eje de "Educación en Género" en el sistema educativo dominicano como el medio más idóneo y eficaz para construir en las presentes y futuras generaciones, un sistema de valores, actitudes y convicciones que rompa definitivamente la discriminación y la violencia contra la mujer.

6- Coordinar con la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social la puesta en marcha de las Normas Nacionales De Atención En Salud A La Violencia Contra La Mujer E Intrafamiliar, contempladas en la Ley General de Salud y el Plan Decenal de Salud.

7- Fortalecer las Unidades o Centros de Atención Legal a las víctimas de violencia contra la mujer, garantizando la aplicación de las normativas legales que protegen a víctimas y testigos en condiciones de igualdad.

8- Impulsar la creación de mecanismos de monitoreo y evaluación sobre el acceso a la justicia por parte de las víctimas de violencia intrafamiliar y de género para garantizar la calidad del servicio prestado en los tribunales de la República Dominicana (a través de un observatorio judicial)

Reiteramos el llamado a todos los sectores de la sociedad, incluyendo instituciones públicas, ONGs, sociedad civil, Juntas de Vecinos, las iglesias y la empresa privada  para que se unan a esta  lucha contra la violencia,  para lograr un  mayor respeto entre las parejas, una familia más integrada, y una sociedad con menos agresiones físicas y psicológicas contra las mujeres.

Las muertes   de la periodista Helen Cesarina Suriel Pujols, de 28 años; de María Altagracia Robles Rosario, de  Digna Encarnación; de la adolescente de 17 años, Ruth Rivera Sánchez, con tres meses de embarazo; de Jennifer Lantigua García, de 19 años;  de Bárbara Carolina Amparo, con siete meses de embarazo; y de la joven  Areché Castillo, de 28 años, y muchas otras nos llenan de pesar y sabemos que las medidas que hoy proponemos no aliviarán el dolor de sus familiares, pero esperamos que con las mismas se evite que el luto llegue a otros hogares y que más niños y niñas queden en la orfandad.

Por las instituciones que integran La Comisión Nacional de Prevención y Lucha contra la Violencia Intrafamiliar (CONAPLUVI), en Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 19 días del mes de enero del año 2009.

Anexo 2: Controversia en R. Dominicana por el Informe PNUD, respecto a la Trata de personas en R. Dominicana
De acuerdo a las informaciones publicadas por la Embajada estadounidense, este país bloquearía a partir del mes de septiembre próximo préstamos a República Dominicana por no cumplir con la lucha contra la Trata y Tráfico de personas trata de personas, como informó el jefe de prensa de la sede diplomática, David Searby, en un mensaje difundido por la prensa asegurando que la República Dominicana puede estar sujeta a sanciones durante el año fiscal estadounidense 2011. Estados Unidos ha donado solo en los últimos dos años unos 900 mil dólares a instituciones dominicanas en programas judiciales para combatir la trata, sin incluir planes de intercambio educativo para empleados públicos, según datos de la sede diplomática. Dicha sanciones estarían relacionadas con "la ayuda que no es humanitaria y la asistencia no relacionada con comercio internacional", como la "retención de fondos" para programas de capacitación de empleados públicos. El gobierno de Washington también podría, advirtió la embajada, "instruir a los directores ejecutivos de las instituciones financieras internacionales para que negasen préstamos o la utilización de fondos relacionados con ayuda humanitaria, comercio y otro tipo de ayuda para el desarrollo". (Tomado del reporte: “EEUU bloquearía préstamos a República Dominicana por trata de personas”, del periódico El Nacional, del 18 de junio 2010) 

A continuación el informe:
Informe sobre la Trata de Personas 2009 República Dominicana
(Lista de Observación Categoría II)

http://spanish.santodomingo.usembassy.gov/tip2009-repdom-s.html
La República Dominicana es un país de origen, de tránsito y de destino para hombres, mujeres y niños que son traficados con el propósito de ser explotados sexualmente y de ser sometidos al trabajo forzado. Las mujeres dominicanas son traficadas para la explotación sexual en Argentina, Australia, Brasil, Costa Rica, Chipre, Panamá, Haití, Jamaica, los Países Bajos, Panamá, Eslovenia, Surinam, Suiza, Turquía y Venezuela.

Un gran número de mujeres, niños y niñas son traficados en el país para la prostitución forzada y la servidumbre doméstica. En algunos casos, los padres empujan a los hijos a la prostitución para que ayuden con el mantenimiento de la familia. El turismo sexual infantil es un problema, particularmente en las áreas hoteleras de las costas, con turistas que según informes alcanzan los miles y que llegan durante todo el año desde varios países, particularmente desde España, Italia, Alemania, Canadá y los Estados Unidos buscando sexo infantil.

Existen nacionales haitianos, incluso niños, que voluntariamente entran ilegalmente a la República Dominicana y que pueden posteriormente terminar realizando trabajos forzosos en los sectores de servicio, construcción y agricultura.

El Gobierno de la República Dominicana no cumple plenamente con los estándares mínimos para la eliminación de la trata; sin embargo, está haciendo esfuerzos significativos para ello. A pesar de estos significativos esfuerzos generales, el gobierno no mostró evidencia de progreso en el procesamiento y el castigo de infractores, incluso de oficiales cómplices; por lo tanto, la República Dominicana entra en la Lista de Vigilancia Categoría II. El Gobierno dominicano aumentó sus esfuerzos para educar al público sobre los peligros de la trata, mejoró su asistencia a las víctimas, anunció un plan nacional para combatirla y tomó algunas acciones disciplinarias en contra de oficiales de bajo rango, sospechosos de complicidad en esta actividad.

Recomendaciones para la República Dominicana: Intensificar los esfuerzos para procesar y castigar a los infractores de la trata, especialmente a funcionarios públicos cómplices o facilitadores; aumentar las investigaciones sobre situaciones laborales de potencial trata; continuar aumentando la asistencia a las víctimas y los servicios de refugio; proporcionar mayores protecciones legales para los indocumentados y para las víctimas extranjeras; aumentar los esfuerzos de prevención y reducción de la demanda; intensificar los esfuerzos para identificar y cuidar a todas las víctimas; y continuar aumentando el entrenamiento a funcionarios gubernamentales y judiciales sobre el combate de este flagelo.

Procesamiento

El gobierno aumentó modestamente los esfuerzos de ejecución de la ley en contra de algunos infractores, y comenzó a investigar y castigar a funcionarios de bajo rango por complicidad durante el último año. La ley dominicana prohíbe todas las formas de trata por medio de su amplia Ley 137-03, la cual establece penalidades de hasta 20 años de prisión. Tales penalidades son lo suficientemente rigurosas y proporcionales con las aplicadas para otros delitos graves, como la violación. En 2008, el gobierno continuó investigando varios casos de trata. Desde 2007 no ha habido condenas para la trata bajo la Ley 137-03, pero el gobierno ha hecho un esfuerzo mayor durante el año para diferenciar entre los crímenes de tráfico y los de trata de personas, los cuales están prohibidos bajo la misma ley y son frecuentemente confundidos. Aunque el gobierno inició una investigación sobre los informes de prensa de 2007 que involucraban directamente a funcionarios de alto nivel en el tráfico y la trata de nacionales chinos, no demostró ningún avance en esta investigación durante el 2008. La falta de recursos, la corrupción y un Estado de Derecho generalmente débil, limitan la habilidad del gobierno para abordar los temas de la trata, y continuaron las alegaciones de complicidad oficial. No se investigaron o procesaron a altos funcionarios; desde agosto de 2008, sin embargo, se cancelaron a 45 inspectores de la Dirección de Migración por estar posiblemente involucrados en la trata. Cinco de estos antiguos inspectores continúan bajo investigación y dos están en detención preventiva. Otros funcionarios de bajo nivel han sido suspendidos o disciplinados. Durante el período del informe, el gobierno cooperó con autoridades de los Estados Unidos y contribuyó con un caso internacional que involucra la trata de mujeres dominicanas a Suiza. Como muchas víctimas de la trata llegan a la isla con documentos legítimos a través de los puertos de entrada, la Organización Internacional para las Migraciones y la Subsecretaría de Estado para Asuntos Consulares y Migratorios ofrecieron entrenamientos a inspectores de migración en la detección de documentos falsos y alterados, la inspección de documentos de viaje y visas, la detección de impostores, y la diferenciación entre el tráfico de clientes y la trata de víctimas.

Protección

El gobierno mejoró sus esfuerzos para proteger a las víctimas de la trata, aunque continuó apoyándose en gran medida en las organizaciones no gubernamentales (ONGs), y las organizaciones internacionales para la gran parte de refugios y de servicios de protección ofrecidos a las víctimas. El Comité Inter Institucional de Protección a la Mujer Migrante, en cooperación con la Secretaría de Estado de la Mujer y una ONG ofrecieron asistencia legal y sicológica a las víctimas. El gobierno contribuyó con fondos dirigidos a una orden religiosa que asiste a las víctimas en sus centros de refugio en todo el país.

La Organización Internacional para las Migraciones también utilizó estas facilidades para ayudarlas. Una ONG operaba el Centro de Acogida, un centro para las mujeres dominicanas víctimas de la trata que han sido repatriadas, ofreciendo servicios médicos y legales, asistencia para encontrar empleo, y educación continuada.

Los refugios para las víctimas adolescentes fueron administrados por el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia, una institución gubernamental. El Código Procesal Penal contiene mecanismos para la protección de testigos y de víctimas, aunque estas protecciones estuvieron en gran medida limitadas a las víctimas que estaban dispuestas a testificar en los tribunales.

Generalmente, se respetaron los derechos de las víctimas una vez que se reconocían como víctimas, y no fueron típicamente encarceladas o penalizadas por actos ilegales cometidos como resultado directo de ser víctimas de la trata. Las autoridades dominicanas animaron a las víctimas a que les ayudaran con la investigación y el procesamiento de sus traficantes. Las víctimas sin documentos de identidad, o con estatus ilegal, generalmente enfrentaron dificultad para acceder a los servicios de protección. De un grupo de 14 mujeres ecuatorianas víctimas de la trata, una permaneció en la República Dominicana para ayudar a la policía con la investigación y el procesamiento de sus traficantes. Las víctimas y los traficantes algunas veces llegaron a acuerdos, usualmente por vía de sus abogados, mediante los cuales ellas recibían compensación de parte de los infractores en lugar de seguir el caso por la vía de la justicia. El gobierno entrenó a funcionarios consulares establecidos en el extranjero para que reconozcan y ayuden a los nacionales dominicanos víctimas de la trata en el extranjero. El gobierno no proporcionó a las víctimas extranjeras alternativas legales claras a su expatriación, pero aún así no las expatrió a países donde enfrentarían retribución. En un caso en particular proporcionó residencia a largo plazo.

Prevención

El gobierno continuó aumentando sus esfuerzos de prevención durante el año. La Comisión Nacional contra la Trata, una entidad inter institucional, anunció su plan de acción nacional en diciembre de 2008. La Unidad de Prevención del Departamento de Trata y Tráfico de Personas, trabajando mancomunadamente con las Secretarías de Estado de Educación y de Trabajo, advirtió a los niños en las escuelas de todo el país sobre los peligros del tráfico de extranjeros, la explotación sexual comercial, y la trata. El Procurador General, la Dirección de Migración, la Marina de Guerra, la Secretaría de Estado de la Mujer, y un programa radial también llevaron a cabo campañas de información contra la trata. Hay letreros ahora en el aeropuerto internacional de Santo Domingo que informa sobre las penalidades que aplica la ley dominicana para el delito criminal de la explotación sexual comercial de niños. La prostitución de adultos es legal, aunque la policía allanó burdeles como un medio de abordar la demanda de actos sexuales comerciales con niños y niñas, y de buscar a menores de edad que estaban siendo prostituidos. El gobierno también hizo esfuerzos por reducir la demanda de actos sexuales comerciales al procesar a pederastas extranjeros por la explotación sexual de menores.

Anexo 3: Constitución Dominicana 2010
http://www.suprema.gov.do/codigos/Constitucion.pdf
Anexo 4: Código de Trabajo Dominicano

http://www.suprema.gov.do/codigos/Constitucion.pdf
Anexo 5: Ley 24-97, de enero 1997, que reforma el Código Penal Dominicano

http://www.sespas.gov.do/download/docs/Leyes/Ley24-97ModificacionCodigo.pdf
Anexo 6: Ley General de Salud

http://www.sespas.gov.do/download/docs/Ley42-01.pdf
Anexo 7: Normas Nacionales para la Atención Integral en Salud a la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer

http://www.sespas.gov.do/download/docs/Normas/ViolenciaIntrafMujer.pdf
Anexo 8: Ley No.55-93 de VIH-Sida, de fecha 31 de Diciembre de 1.993
http://rsta.pucmm.edu.do/biblioteca/bvds/%20sobre%20SIDA.pdf
Anexo 9: Ley 137-03 sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas
http://www.wdalaw.com/espanol/pdf/ley-137-03.pdf
Anexo 10: Ley 66-97 Ley  General de Educación.
http://www.see.gob.do/portalSEE/documentos/LeyEDUCATIVA.pdf
Anexo 11: Ley No. 88-03 promulgada el 1º de mayo de 2003 que instituye las Casas de Acogida o Refugios
http://194.140.3.20/export/sites/default/web/galerias/programas/Igualdad/descargas/ley_casas_acogida_manual.pdf
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�.	Basada en la recomendación 4 (Rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI.


�.	Indicador 1.1.b.


�.	Rec13 e indicador 1.1.c.


�.	Rec13.


�.	Rec12 e indicador 1.1.d.


�.	Rec10 e indicador 1.1.e.


�.	Rec14 e indicador 1.1.g.


�. 	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Rec37 e indicador. 


�.	Rec33.


�.	Derivada de Rec33.


�.	Definida en el art. 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Venezuela como: “la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres”.


�.	Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del Informe Hemisférico.


�.	Rec18 y 19, y los indicadores de la sección 1.3.


�.	Tema tomado del cuestionario de la ONU para implementar la base de datos coordinada sobre violencia contra las mujeres, octubre 2006. La Secretaría la propuso como complemento a la pregunta 11 sobre planes nacionales. La propuesta fue modificada por el CEVI en su V Reunión.


�.	Rec24 y 31, e indicador 2.5.2. Se incluye en esta pregunta a fuerzas militares y policiales, que no fueron  consideradas en el cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Rec29 e indicadores 2.1.b y 2.4.


�.	Rec34 e indicadores 1.1.f y 1.2.a (cuantitativo). 


�.	Rec.28 e indicador 2.3.2.


�.	Rec32.


�.	Rec32 e indicadores de la sección 2.2. Servicios basados en las preguntas del cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Rec32.


�.	Sección tomada del punto 4 del documento de indicadores, y recomendaciones de Andrew Morrison a la sección de Información y Estadística del Informe Hemisférico; Rec.39 y 40.


�.	Recomendación 51, también recogida por Andrew Morrison.


�.	Sugerencia de Andrew Morrison.


�.	Indicadores cualitativos de la sección 3.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Indicadores cuantitativos de la sección 3.


�.	Rec.46, también recogida en las sugerencias de Andrew Morrison.
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